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Caso Caesar. Trinidad Y Tobago

Obligación general de respetar los derechos, Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno, Integridad personal, Garantías 
judiciales, Protección judicial, Obligación de reparar

Hechos de la demanda: de conformidad con lo señalado por la Comisión 
en la demanda, la ley actual de Trinidad y Tobago permite la imposición 
de penas corporales. Según la Ley de Penas Corporales (Para Delincuen-
tes Mayores de 18 años), un tribunal puede ordenar que un delincuente 
varón mayor de 18 años sea golpeado o azotado con un objeto llamado 
“gato de nueve colas”, además de cualquier otra pena que le sea aplica-
ble cuando se le condena por ciertos delitos.1 Dicha Ley también dispone 
que la Sentencia de flagelación debe ser aplicada tan pronto sea posible y 
en ningún caso después de que hayan transcurrido seis meses de dictada 
la sentencia. La presunta víctima en este caso, el señor Winston Caesar, 
fue condenado por la High Court de Trinidad y Tobago por el delito de 
intento de violación y fue sentenciado a 20 años de cárcel con trabajos 
forzados y a recibir 15 latigazos con el “gato de nueve colas”. La Court 
of Appeal de Trinidad y Tobago confirmó su condena y su sentencia y, 23 
meses después de la confirmación definitiva de la misma, el castigo de 
flagelación del señor Caesar fue ejecutado.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 13 de mayo 
de 1999

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 26 de febrero de 
2003

1		 A partir de la enmienda de 2000, la Ley de Penas Corporales (Para Delincuentes 
Mayores de 16 años) de 1953 es únicamente aplicable a los delincuentes varones mayores 
de 18 años, por lo que cambió su nombre a Ley de Penas Corporales (Para Delincuentes 
Mayores de 18 años) (infra párr. 49.9).
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Etapa de Fondo, Reparaciones y Costas

Corte IDH. Caso Caesar Vs. Trinidad & Tobago. Fondo, Reparaciones 
y Costas, Sentencia del 11 de marzo de 2005, Serie C, No. 123.

Composición de la Corte: Sergio García Ramírez, Presidente; Alirio 
Abreu Burelli, Vicepresidente; Oliver Jackman, Juez; Antônio A. Cança-
do Trindade, Juez; Cecilia Medina Quiroga, Jueza; Manuel E. Ventura 
Robles, Juez; y Diego García-Sayán, Juez; Presentes, además, Pablo 
Saavedra Alessandri, Secretario; y Emilia Segares Rodríguez, Secretaria 
Adjunta.

Artículos en análisis: 5o. (Integridad personal), 8o. (Garantías judi-
ciales), 25 (Protección judicial) en relación con el artículo 1.1 (Obliga-
ción de respetar los derechos) y 2o. (Deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno); 63.1 (Obligación de reparar) de la Convención Ame-
ricana.

Otros instrumentos y documentos citados

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: artículos ——
28 y 31.1.
Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: ——
artículos 38.2, 44, 55.
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: artículo 7o.——
Declaración Universal de Derechos Humanos: artículo 5o.——
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: ——
artículo 1o.
Convención Europea para la Protección de los Derechos Huma-——
nos y de las Libertades Fundamentales: artículo 3o.
Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos: ——
artículo 5o.
Carta Árabe de Derechos Humanos:——  artículo 13.
Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra ——
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes.
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, In-——
humanos o Degradantes.
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Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (ONU): Re-——
glas 10, 11 y 31.
Tercera Convención de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativa ——
al tratamiento de prisioneros de guerra: artículos 87.3, 89 y 108.
Cuarta Convención de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativa ——
al tratamiento de prisioneros de guerra: artículos 32, 118 y 119.
Protocolo Adicional I de la Convención de Ginebra del 12 de ——
agosto de 1949 relativa a la Protección de Víctimas de Conflictos 
Internacionales Armados: artículos 11.4 y 75.2b.
Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agos-——
to de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflic-
tos armados de carácter no internacional: artículo 4o.
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Observa-——
ción general Nº 20, Artículo 7o. (44º sesión, 1992).
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Observa-——
ción general Nº 21, Artículo 10 (44º sesión, 1992).
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Examen ——
de los informes presentados por los estados partes de conformi-
dad con el artículo 40 del Pacto. Observaciones finales del Co-
mité de Derechos Humanos: Trinidad y Tobago. 17ª sesión, 3 de 
noviembre de 2000, CCPR/CO/70/TTO.
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas George ——
Osbourne v. Jamaica, Comunicación No. 759/1997, Informe del 
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 13 de 
abril de 2000, CCPR/C/68/D/759/1997.
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Boodlal ——
Sooklal v. Trinidad and Tobago, Comunicación No. 928/2000, In-
forme del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
8 de noviembre de 2001, CCPR/C/73/928/2000.
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Matthews ——
v. Trinidad and Tobago (569/1993), Informe del Comité de Dere-
chos Humanos, 29 de mayo de 1998, CCPR/C/62/D/569/1993.
Cuestión de los Derechos Humanos de todas las personas someti-——
das a cualquier forma de detención o prisión, y en particular: la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
Informe del Relator Especial, Sr. Nigel S. Rodley, presentado de 
conformidad con la resolución 1995/37 B de la Comisión de De-
rechos Humanos, 10 de enero de 1997, E/CN.4/1997/7.
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Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o ——
Tratos Inhumanos o Degradantes, Report to the Maltese Govern-
ment on the visit to Malta (CPT) from July 1 to 19, 1990, October 
1, 1992, CPT/Inf (92) 5.
Principios de ética médica aplicables a la función del personal ——
de salud, especialmente los médicos, en la protección de perso-
nas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (ONU).

Asuntos en discusión: A) Competencia: Competencia de la Corte 
(competencia ratione temporis, denuncia de la Convención, compétence 
de la compétence); B) Fondo. Consideraciones previas (inactividad pro-
cesal del Estado, necesidad de establecer los hechos); Prueba (principio 
del contradictorio, oportunidad procesal, valoración): Prueba documen-
tal; Valoración de la prueba; Derecho a la Integridad personal (artículo 
5o.) en relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) 
y el Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.): En 
relación con la legitimidad de la imposición estatal de penas corporales 
de flagelación a la luz del derecho a la Integridad personal (articulo 5.1 
y 5.2) en relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 
1.1), y la manera en que la pena corporal fue infligida al señor Caesar 
(prohibición universal de la tortura como de otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes, gato de nueve colas); En relación con el 
supuesto incumplimiento por parte del Estado de su obligación general 
establecida en el artículo 2o. de la Convención de adoptar disposiciones 
de derecho interno para hacer efectivos los derechos consagrados en el 
artículo 5o. de la misma; Respecto de la responsabilidad del Estado por 
las condiciones de detención a que ha sido sometido el señor Caesar, en 
los términos del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana; Garan-
tías judiciales (artículo 8o.) y Protección Judicial (artículo 25) en rela-
ción con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) y el Deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.) (competencia 
ratione temporis, plazo razonable de los procedimientos, recursos efec-
tivos para impugnar decisiones). C) Reparaciones: Reparaciones (apli-
cación del artículo 63.1 de la Convención Americana) (consideraciones 
generales, restitutio in integrum, alcance): A) Daños inmateriales (na-
turaleza, alcance, sentencia como forma de reparación); B) Otras for-
mas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no repetición) 
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(adecuación de la legislación interna con la Convención respecto de la 
prohibición a la tortura, mejorar la condiciones de detención de los re-
clusos); C) Gastos y costas; Modalidad de cumplimiento (plazo, moneda, 
mora, supervisión de cumplimiento).

A) Competencia

Competencia de la Corte (competencia ratione temporis, 
denuncia de la Convención, compétence de la compétence)

5. Trinidad y Tobago ratificó la Convención Americana de Derechos 
Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) 
el 28 de mayo de 1991. Ese mismo día el Estado reconoció la competen-
cia contenciosa de la Corte.

6. El 26 de mayo de 1998 Trinidad y Tobago denunció la Convención 
y dicha denuncia surtió efecto un año después, el 26 de mayo de 1999, 
de conformidad con el artículo 78 de la Convención, según el cual una 
denuncia no tiene por efecto desligar al Estado Parte denunciante de las 
obligaciones contraídas en la Convención con respecto a los actos que 
puedan constituir una violación de la Convención y que fueron efectua-
dos por el Estado antes de la fecha de entrada en vigor de la denuncia.

7. Asimismo, en el caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, la 
Corte declaró en su sentencia sobre excepciones preliminares2 que:

[…] Trinidad y Tobago no puede prevalerse de las limitaciones formuladas 
en su instrumento de aceptación de la cláusula facultativa de la jurisdicción 
obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en virtud de 
lo establecido en el artículo 62 de la Convención Americana, por cuanto 
dicha limitación es incompatible con el objeto y fin de la Convención.

8. Pese a que la Corte Interamericana es plenamente competente para 
conocer sobre el presente caso, el Estado no participó en el proceso ante 
este Tribunal (infra párrs. 24, 30, 34 y 39). A pesar de esta decisión, la 
Corte, como cualquier otro organismo internacional con funciones juris-

2		 Cfr. Caso Hilaire. Excepciones Preliminares, Sentencia del 1 de septiembre de 2001, 
Serie C, No. 80, párr. 98; Caso Benjamín y otros. Excepciones Preliminares, Sentencia del 
1 de septiembre de 2001, Serie C, No. 81, párr. 89; y Caso Constantine y otros. Excepcio-
nes Preliminares, Sentencia del 1 de septiembre de 2001, Serie C, No. 82, párr. 89. 



CASO CAESAR. TRINIDAD Y TOBAGO94

diccionales, tiene el poder inherente de determinar el alcance de su pro-
pia competencia (compétence de la compétence).3

9. La Corte Interamericana reitera que al momento de interpretar la 
Convención Americana de conformidad con las normas generales de in-
terpretación de los tratados contenidas en el artículo 31.1 de la Conven-
ción de Viena sobre el Derecho de los Tratados, y considerando el objeto 
y fin de la Convención Americana, el Tribunal, en ejercicio de la auto-
ridad que le confiere el artículo 62.3 de la Convención Americana, debe 
actuar de manera tal que se preserve la integridad del mecanismo pre-
visto en el artículo 62.1 de la misma. Sería inadmisible subordinar tales 
preceptos a restricciones que harían inoperante la función jurisdiccional 
de la Corte y, consecuentemente, el sistema de protección de derechos 
humanos establecido en la Convención.4

10. Además, la Corte considera oportuno recordar lo señalado en un 
caso reciente con respecto a su competencia ratione temporis:5

[…] La Corte no puede ejercer su competencia contenciosa para aplicar la 
Convención y declarar una violación a sus normas cuando los hechos ale-
gados o la conducta del Estado demandado que pudiera implicar responsa-
bilidad internacional, son anteriores al reconocimiento de la competencia 
del Tribunal.

[…] Sin embargo, cuando se trata de una violación continua o perma-
nente, cuyo inicio se hubiere dado antes de que el Estado demandado hu-
biere reconocido la competencia contenciosa de la Corte y que persiste aún 
después de este reconocimiento, el Tribunal es competente para conocer 
de las conductas ocurridas con posterioridad al reconocimiento de la com-
petencia y de los efectos de las violaciones.

11. La Corte observa que la mayoría de los hechos alegados en la 
demanda sometida en el presente caso han ocurrido entre la ratificación 

3		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares, Sentencia del 
23 de noviembre de 2004, Serie C, No. 118, párr. 63; Caso Alfonso Martín del Campo 
Dodd, Sentencia del 03 de septiembre 2004, Serie C, No. 113, párr. 69; y Caso Baena 
Ricardo y otros. Competencia, Sentencia del 28 de noviembre de 2003, Serie C, No. 104, 
párr. 68. 

4		 Cfr. Caso Hilaire. Excepciones Preliminares, supra nota 2, párrs. 82 y 84; Caso 
Benjamin y otros. Excepciones Preliminares, supra nota 2, párrs. 73 a 75; y Caso Cons-
tantine y otros. Excepciones Preliminares, supra nota 2, párrs. 73 a 75.

5		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares, supra nota 3, 
párrs. 66 y 67.
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y la denuncia de la Convención por parte del Estado, con excepción de 
algunos hechos referentes al proceso penal llevado a cabo en contra de 
la presunta víctima. Tomando en cuenta las consideraciones expuestas 
en los párrafos precedentes, la Corte reafirma que es plenamente com-
petente para conocer del presente caso y dictar sentencia, con base en lo 
dispuesto en los artículos 62.3 y 78.2 de la Convención.

B) Fondo

Consideraciones previas (inactividad procesal del Estado, 
necesidad de establecer los hechos)

34. El Estado no compareció en el procedimiento ante la Comisión ni 
ante la Corte. No obstante, la Corte ha tomado, motu propio, las medidas 
necesarias para completar la consideración del caso y ha evaluado los ar-
gumentos y las pruebas presentados durante el proceso por la Comisión 
Interamericana y por los representantes, con base en los cuales este Tri-
bunal dicta ahora una sentencia.

35. La Corte considera pertinente hacer referencia a la aplicabilidad 
del artículo 38.2 del Reglamento en las circunstancias del presente caso, 
el cual fue invocado por la Comisión en sus argumentos finales escritos.

37. La Corte ha estimado, en casos anteriores, que cuando el Estado no 
contesta la demanda de manera específica, se presumen como verdaderos 
los hechos sobre los cuales guardó silencio, siempre que de las pruebas 
existentes se puedan inferir conclusiones consistentes sobre los mismos.6 
Además, en casos recientes en los cuales el Estado no ha opuesto ningún 
tipo de defensa, ni ha comparecido a las audiencias públicas a las cuales 
había sido convocado, la Corte ha observado:

[…] que la inactividad procesal no genera una sanción contra las partes, 
en sentido estricto, ni afecta el desarrollo del proceso, sino que, eventual-
mente, les acarrea un perjuicio al decidir voluntariamente no ejercer su 
derecho de defensa en forma completa ni llevar a cabo las actuaciones 

6		 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, Sentencia del 21 de junio de 
2002, Serie C, No. 94, párr. 67 ; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y 
otros), Sentencia del 19 de noviembre de 1999, Serie C, No. 63, párr. 68; y Caso Godínez 
Cruz, Sentencia del 20 de enero de 1989, Serie C, No. 5, párr. 144.
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procesales convenientes para su interés, de conformidad con la máxima 
audi alteram partem.

[…] Según se ha reconocido en la jurisprudencia internacional, la au-
sencia de una parte en cualquier etapa del caso no afecta la validez de la 
sentencia,7 por lo cual, de conformidad con el artículo 68.1 de la Conven-
ción, está vigente la obligación del Perú de cumplir la decisión de este 
Tribunal en el presente caso.8

38. De conformidad con el artículo 38.2 del Reglamento, la Corte 
tiene la facultad de considerar aceptados los hechos que no hayan sido 
expresamente negados y los alegatos que no hayan sido expresamente 
controvertidos. Sin embargo, no es una obligación del Tribunal hacerlo 
en todos los casos en los cuales se presenta una situación similar. Por 
ello, como maestra de su propia jurisdicción (supra párrs. 8 y 11) y en 
ejercicio de su autoridad establecida en el artículo 55 del Reglamento, 
en dichas circunstancias la Corte determinará en cada caso la necesidad 
de establecer los hechos, tal como fueron presentados por las partes o 
tomando en cuenta otros elementos del acervo probatorio. Sin embargo, 
más allá del eventual perjuicio para el Estado, su inactividad ante una 
jurisdicción internacional de derechos humanos es contraria al objeto, 
fin y espíritu de la Convención Americana y al mecanismo de seguridad 
colectiva establecido en ésta.

39. En el presente caso, debe enfatizarse que el Estado incumplió con 
su responsabilidad procesal de aportar pruebas en el curso de las etapas 
procesales establecidas en el artículo 44 del Reglamento (supra párr. 24). 
En consecuencia, la Corte considera apropiado establecer los hechos pro-
bados en el presente caso tomando en cuenta, además del mencionado 
silencio del Estado, otros elementos que le permitan establecer la verdad 

7		 Cfr. Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua (Nicaragua v. 
United States of America), Merits, Judgment, I.C.J. Reports 1986, p. 23, párr. 27. Ver 
también, Cfr., inter alia, Fisheries Jurisdiction (United Kingdom v. Iceland), Jurisdiction 
of the Court, Judgment, I.C.J. Reports 1973, p. 7, párr. 12; Fisheries Jurisdiction (United 
Kingdom v. Iceland), Merits, Judgment, I.C.J. Reports 1974, p. 9, párr. 17; Nuclear Tests 
(Australia v. France), Judgment of 20 December 1974, I.C.J. Reports 1974, p. 257, párr. 
15; Aegean Sea Continental Shelf, Judgment, I.C.J. Reports 1978, p. 7, párr. 15; and 
United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran, Judgment, I.C.J. Reports 1980, 
p. 18, párr. 33.

8		 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, Sentencia del 6 de febrero de 2001, Serie C, No. 74, 
párrs. 80 y 82; y Caso del Tribunal Constitucional, Sentencia del 31 de enero de 2001, 
Serie C, No. 71, párrs. 60 a 62.
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de los hechos y su valoración jurídica, en ejercicio de su responsabili-
dad de protección de los derechos humanos y aplicando, para ese fin, los 
preceptos de derecho convencional y de derecho internacional general 
pertinentes.

Prueba (principio del contradictorio, oportunidad procesal, 
recepción y valoración)

41. En materia probatoria rige el principio del contradictorio, en el 
cual se respeta el derecho de defensa de las partes, siendo este principio 
uno de los fundamentos del artículo 44 del Reglamento, en lo que atañe 
a la oportunidad para el ofrecimiento de la prueba, con el fin de que haya 
igualdad entre las partes.9

42. La Corte ha señalado anteriormente, en cuanto a la recepción y la 
valoración de la prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella 
no están sujetos a las mismas formalidades que las actuaciones judicia-
les internas, y que la incorporación de determinados elementos al acervo 
probatorio debe ser efectuada prestando particular atención a las circuns-
tancias del caso concreto y teniendo presentes los límites trazados por 
el respeto a la seguridad jurídica y al equilibrio procesal de las partes. 
Además, la Corte ha tenido en cuenta que la jurisprudencia internacio-
nal, al considerar que los tribunales internacionales tienen la potestad de 
apreciar y valorar las pruebas según las reglas de la sana crítica, ha evi-
tado siempre adoptar una rígida determinación del quantum de la prue-
ba necesaria para fundar un fallo. Este criterio es especialmente válido 
en relación con los tribunales internacionales de derechos humanos, los 
cuales disponen, para efectos de la determinación de la responsabilidad 
internacional de un Estado por violación de derechos de la persona, de 
una amplia flexibilidad en la valoración de la prueba rendida ante ellos 
sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la lógica y con 
base en la experiencia.10

9		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, Sentencia del 25 de noviembre de 2004, Serie C, 
No. 119, párr. 62; Caso Carpio Nicolle y otros, Sentencia del 22 de noviembre de 2004, 
Serie C, No. 117, párr. 54; y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 19 de noviembre de 
2004, Serie C, No. 116, párr. 27.

10		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 64; Caso Carpio Nicolle y otros, 
supra nota 9, párr. 55; y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, 
párr. 28.
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Prueba documental

44. Entre las pruebas documentales presentadas por las partes, la Co-
misión presentó las declaraciones juradas rendidas ante fedatario público 
(affidávit) por la presunta víctima y por los peritos, de conformidad con 
lo dispuesto por el Presidente mediante Resolución del 20 de octubre de 
2004 (supra párr. 27). […]

Valoración de la prueba

46. En este caso, como en otros,11 el Tribunal admite el valor proba-
torio de aquellos documentos presentados por las partes en su debida 
oportunidad procesal que no fueron controvertidos ni objetados, ni cuya 
autenticidad fue puesta en duda.

47. Respecto de la declaración rendida por la presunta víctima (supra 
párr. 44.a), este Tribunal la admite en cuanto concuerde con el objeto 
de la misma señalado en la Resolución del 20 de octubre de 2004 (su-
pra párr. 27). Al respecto, dado que la presunta víctima tiene un interés 
directo en el caso, su declaración no puede ser evaluada aisladamente, 
sino dentro del conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas de la 
sana crítica. Tal como ha hecho en otros casos, la Corte considera que su 
declaración es útil en la medida en que puede proporcionar mayor infor-
mación relevante sobre el fondo y sobre las reparaciones.12

48. En cuanto al dictamen pericial rendido en audiencia pública por el 
señor Robert Ferris (supra párr. 29), así como a las declaraciones juradas 
(affidávits) de los peritos Desmond Allum, Andrew Coyle y Robert Ferris 
y sus anexos (supra párr. 28), la Corte los admite en cuanto concuerden 
con el objeto de los mismos y los valora dentro del conjunto del acervo 
probatorio y aplicando las reglas de la sana crítica.

11		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 77; Caso Carpio Nicolle y 
otros., supra nota 9, párr. 70; y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones supra nota 
9, párr. 39.

12		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 78; Caso Carpio Nicolle y otros, 
supra nota 9, párr. 71; y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, 
párr. 46.
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Derecho a la Integridad personal (artículo 5o.) en relación con 
la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) y el Deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.)

En relación con la legitimidad de la imposición estatal de penas cor-
porales de flagelación a la luz del derecho a la integridad personal (ar-
tículo 5.1 y 5.2) de la Convención Americana, en relación con la Obli-
gación de respetar los derechos de la misma, y la manera en que la pena 
corporal fue infligida al señor Caesar (prohibición universal de la tortu-
ra como de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, gato 
de nueve colas)

58. Todos los instrumentos internacionales de derechos humanos de 
alcance general, sean de carácter regional o universal, contienen precep-
tos de contenido similar al artículo 5o. de la Convención Americana.13 
Dichos preceptos generales se complementan con la prohibición expresa 
de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes pre-
vistos en los instrumentos internacionales específicos y, para efectos del 
presente caso, la prohibición de la imposición de penas corporales.14

59. La Corte Interamericana ha sostenido que:

[…] la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes están 
estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos. La prohibición de la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes es absoluta e inderogable, aun en las circunstancias más 
difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo 
y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción 

13		 Declaración Universal de Derechos Humanos (Artículo 5o.); Declaración Ame-
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre (Artículo 1o.); Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (Artículo 7o.); Convención Europea para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Artículo 3o.); Carta Africana 
sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos (Artículo 5o.) y Carta Árabe de Derechos 
Humanos (Artículo 13).

14		 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas el 30 de agosto 
de 1955 por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, U.N. Doc. A/CONF/611, annex I, E.S.C. res. 663C, 24 U.N. 
ESCOR Supp. (No. 1) p. 11, ONU. Doc. E/3048 (1957), enmendado E.S.C. res. 2076, 62 
U.N. ESCOR Supp. (No. 1) p. 35, U.N. Doc E/5988 (1977). La Regla 31 prevé específica-
mente que “[l]as penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción cruel, 
inhumana o degradante quedarán completamente prohibidos como sanciones disciplina-
rias”. 
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o conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad 
política interna u otras emergencias o calamidades públicas.15

60. Asimismo, la jurisprudencia internacional y las resoluciones de 
otras autoridades, descritas a continuación, han considerado que el cas-
tigo corporal es incompatible con las garantías internacionales contra la 
tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes.

61. El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Tortura ha 
declarado que el artículo 31 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento 
de los Reclusos refleja la prohibición internacional de los tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, y ha establecido, más ampliamente, que “los 
castigos corporales son incompatibles con la prohibición de la tortura, y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes contenida, inter 
alia, en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración sobre la Pro-
tección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, y en la Convención contra la Tortura 
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”.16

62. En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas ha concluido que la prohibición de la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, contenida en el artículo 7o. 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos debe extenderse 
al castigo corporal, “incluidos los castigos excesivos impuestos por la co-
misión de un delito o como medida educativa o disciplinaria”.17 Respecto 

15		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 100; Caso De la Cruz Flores, 
Sentencia del 18 de noviembre de 2004, Serie C, No. 115, párr. 125; y Caso Tibi, Senten-
cia del 7 de septiembre de 2004, Serie C, No. 114, párr. 143.

16		 “Cuestión de los Derechos Humanos de todas las personas sometidas a cualquier 
forma de detención o prisión, y en particular: la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes”. Informe del Relator Especial, Sr. Nigel S. Rodley, presentado 
de conformidad con la resolución 1995/37 B de la Comisión de Derechos Humanos, 10 
de enero de 1997, E/CN.4/1997/7.

17	Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (en adelante “Comité de 
Derechos Humanos”). Observación general N 20, Artículo 7o. (44º sesión, 1992), Com-
pilación de los Comentarios Generales y Recomendaciones Generales adoptadas por los 
Instrumentos de Derechos Humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1 a 14 (1994), párr. 5; 
y Comité de Derechos Humanos. Observación general Nº 21, Artículo 10 (44º sesión, 
1992), Compilación de los Comentarios Generales y Recomendaciones Generales adop-
tadas por los Instrumentos de Derechos Humanos, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1 a 14 
(1994), párr. 3. 
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de la aplicación de penas corporales en Trinidad y Tobago, el Comité ma-
nifestó, en sus Observaciones Conclusivas sobre un informe presentado 
por dicho Estado en los términos del artículo 40 de dicho Pacto, su pre-
ocupación al “observar que, aparte de la prohibición del castigo corporal 
a los menores de 18 años, el Estado Parte sigue aplicando los castigos 
de flagelación y azotes, que son penas crueles e inhumanas prohibidas al 
tenor del artículo 7o. [del Pacto]”. Al respecto, el Comité recomendó al 
Estado que todas las sentencias de flagelación o azotamiento fueran in-
mediatamente abolidas.18

63. El Comité de Derechos Humanos ha llegado a conclusiones simi-
lares en sus decisiones sobre casos individuales. Por ejemplo, en el caso 
Sooklal vs. Trinidad y Tobago, el Comité estableció que la imposición 
del castigo corporal de azotamiento previsto por la ley del Estado como 
sanción constituye un trato o castigo cruel, inhumano o degradante con-
trario al artículo 7o. del Pacto. En el mismo sentido, en el caso Osbourne 
vs. Jamaica, el Comité estableció que al imponer una Sentencia del azo-
tamiento con una vara de tamarindo, el Estado Parte había incumplido 
sus obligaciones respecto de dicho artículo.19 Al respecto, el Comité es-
tableció que:

cuales quiera que sean la índole, del delito que se haya de castigar y su 
grado de brutalidad, el Comité está absolutamente convencido de que el 
castigo corporal constituye un trato cruel, inhumano y degradante que con-
traviene el artículo 7o. del Pacto.

64. En el caso Tyrer vs. Reino Unido, la Corte Europea de Derechos 
Humanos se refirió a la incompatibilidad de las penas corporales con el 
derecho a un trato humano, establecido en el artículo 3o. de la Conven-
ción Europea de Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

18		 Comité de Derechos Humanos. Examen de los informes presentados por los esta-
dos partes de conformidad con el artículo 40 del Pacto. Observaciones finales del Comité 
de Derechos Humanos: Trinidad y Tobago. 17a. sesión, 3 de noviembre de 2000, CCPR/
CO/70/TTO, párr. 13.

19		 George Osbourne v. Jamaica, Comunicación No. 759/1997, Informe del Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 13 de abril de 2000, CCPR/C/68/D/759/1997, 
párr. 9.1. Ver también Comité de Derechos Humanos. Boodlal Sooklal v. Trinidad and 
Tobago, Comunicación No. 928/2000, Informe del Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, 8 de noviembre de 2001, CCPR/C/73/928/2000, párr. 4.6; y Matthews 
v. Trinidad and Tobago (569/1993), Informe del Comité de Derechos Humanos, 29 de 
mayo de 1998, CCPR/C/62/D/569/1993, párr. 7.2.
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Fundamentales. En dicho caso, un menor fue sometido a tres latigazos 
con una vara de abedul, en aplicación de la legislación interna de la Isla 
de Man (Reino Unido), por lo cual la Corte Europea concluyó que el trato 
era degradante y, como tal, violatorio del artículo 3o. de la Convención 
Europea. Al respecto, dicho Tribunal internacional especificó que:

[…] la naturaleza misma de la pena corporal implica que un ser humano 
inflija violencia física sobre otro ser humano. Además, se trata de violen-
cia institucionalizada, que, en este caso, está permitida por la ley, orde-
nada por las autoridades judiciales del Estado y llevada a cabo por sus 
autoridades policiales […] Así, aunque el demandante no sufrió ninguna 
consecuencia física grave o permanente, su castigo —por el cual fue trata-
do como un objeto en poder de las autoridades— constituyó una atentado 
a lo que precisamente es uno de los fines principales del artículo 3o. […], 
es decir, la de proteger la dignidad y la integridad física de la persona. 
Tampoco se puede excluir que el castigo pueda haber ocasionado conse-
cuencias psicológicas adversas.

El carácter institucionalizado de este tipo de violencia se agrava pos-
teriormente por el contexto del procedimiento oficial respecto del castigo 
y por el hecho de que quienes lo ejecutaron eran completos extraños del 
ofensor.20

65. Además, las normas de derecho internacional humanitario prohí-
ben absolutamente la imposición de castigos corporales en situaciones de 
conflictos armados, así como en tiempos de paz.21

20		 Eur. Court. H.R., Tyrer v. United Kingdom, (5856/72), Judgment of April 25, 1978, 
Series A, No. 26, párr. 33. (traducción libre de la Secretaría) En el caso de A v. United 
Kingdom, la Corte Europea determinó de forma similar que la golpiza de un niño de 9 
años con una vara de jardín, que fue aplicada con una fuerza considerable en más de una 
ocasión, constituía una violación del artículo 3o. de la Convención Europea (Eur. Court. 
H.R., A v. United Kingdom, (100/1997/884/1096), Judgment of September 23, 1998). Por 
su parte, el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos In-
humanos o Degradantes ha especificado que las leyes domésticas que prevén un castigo 
corporal se encuentran en “contradicción flagrante con las Reglas Europeas sobre Prisio-
nes, y generalmente muy anticuadas” o son “claramente inaceptables por los estándares 
actuales”. (Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes, Report to the Maltese Government on the visit to Malta (CPT) 
from July 1 to 19, 1990, October 1, 1992, CPT/Inf (92) 5, at 16 and 23).

21		 Con respecto a las normas aplicables en los conflictos armados internacionales, la 
Tercera Convención de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativa al tratamiento de pri-
sioneros de guerra, 75 U.N.T.S. 135, en vigor el 21 de octubre de 1950, artículos 87.3, 89 
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66. Aunado a los estándares internacionales, una parte de ciertos Es-
tados que aún mantenían castigos corporales en su legislación los han 
abolido recientemente.22 Aún más, un creciente número de tribunales 
internos ha concluido que la imposición de castigos corporales, inde-
pendientemente de las circunstancias del caso y de las modalidades en 
que se llevó a cabo, constituye un trato cruel, inhumano y degradante, y 
representa una forma de castigo que ya no es aceptable en una sociedad 
democrática.23

67. La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido que para 
que un trato sea considerado como inhumano o degradante y, en grado 
extremo, como tortura, debe alcanzar un mínimo nivel de severidad. La 

y 108. La Cuarta Convención de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativa al tratamiento 
de prisioneros de guerra, 75 U.N.T.S. 135, en vigor el 21 de octubre de 1950, artículo 
32, 118 y 119. De forma más general, el artículo 75 del Protocolo Adicional I de la Con-
vención de Ginebra establece que el castigo corporal es y debe permanecer prohibido 
en cualquier momento y en cualquier lugar, ya sea cometido por civiles o por agentes 
militares (Protocolo Adicional I de la Convención de Ginebra relativa a la Protección 
de Víctimas de Conflictos Internacionales Armados, 1125 U.N.T.S. 3, en vigor el 7 de 
diciembre de 1978, artículo 75.2b). Ver también artículo 11.4. En el caso de los conflic-
tos armados de carácter no internacional, el artículo 4o. del Protocolo Adicional II de la 
Convención de Ginebra prohíbe los castigos corporales en cualquier momento y lugar. 
(Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a 
la protección de las víctimas de los conflictos armados de carácter no internacional. 8 de 
junio de 1977).

22		 Ejemplos de los cambios legislativos recientes: Abolition of Corporal Punishment 
Ordinance 1998 (Anguilla), Corporal Punishment (Abolition) Act 2000 (Islas Vírgenes 
Británicas), Prisons (Amendment) Law 1998 (Islas Caimán), the Criminal Law (Amend-
ment) Act (Act No 5 of 2003) (Kenya), the Punishment of Whipping Act 1996 (Pakistán) 
(pero aún permitido para crímenes de “Hadood”), y Abolition of Corporal Punishment 
Act 1997 (Sudáfrica).

23		 Cfr. State v. Ncube 1987 (2) ZLR 246 (SC); 1988 (2) SA 702 (Zimbabwe Supreme 
Court); Court of First Instance of the Netherlands Antilles, citado por el Comité Europeo 
para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes, Report 
to the Government of the Netherlands on the visit to the Netherlands Antilles from 7 to 11 
December 1997, December 10, 1998, CPT/Inf (98)17 [Part 1], at 10; and Hope v. Pelzer, 
122 S. Ct. 2508, No. 01-309, Supreme Court of the United States of America 122 S. Ct. 
2508; Gates v. Collier 501 F. 2d 1292 at 1306 (5th Cir.); Ex parte Attorney General of 
Namibia, In re Corporal Punishment by Organs of the State, 1991 (3) SA 76 (Namibia 
Supreme Court), at 95F; State v. Williams and Others, 1995 (3) SA 632 (South Africa 
Constitutional Court), párr. 11; Simon Kyamanywa v. Uganda, Constitutional Reference 
No. 10/2000, 1 December 2001 (Constitutional Court of Uganda); Naushad Ali v. State, 
Criminal Appeal No. HAA 0083/2001L, March 21, 2002 (Fiji High Court); y John Banda 
v. The People, HPA/6/1998 (High Court of Zambia).
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evaluación de este nivel mínimo es relativa y depende de las circunstan-
cias de cada caso, tales como la duración del trato y de sus consecuencias 
físicas y mentales.24

68. Por su parte, en el caso Celebici, la Cámara de Juicio del Tribunal 
Penal Internacional para la ex-Yugoslavia analizó estándares normativos 
del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, con 
base en los cuales definió trato inhumano o cruel como:

[…] un acto u omisión intencional, que […] juzgado objetivamente, es 
intencionado y no accidental, que causa graves sufrimientos o daños men-
tales o físicos, o constituye un serio ataque a la dignidad humana.25

69. Por su parte, la Corte Interamericana ha considerado desde el caso 
Loayza Tamayo vs. Perú26 que:

[…l]a infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las perso-
nas es una clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y 
que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de in-
tensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demos-
trados en cada situación concreta. La Corte Europea de Derechos Huma-
nos ha manifestado que, aún en la ausencia de lesiones, los sufrimientos 
en el plano físico y moral, acompañados de turbaciones psíquicas durante 
los interrogatorios, pueden ser considerados como tratos inhumanos. El 
carácter degradante se expresa en un sentimiento de miedo, ansia e infe-
rioridad con el fin de humillar, degradar y de romper la resistencia física y 
moral de la víctima.

70. La propia jurisprudencia de este Tribunal así como de otros tribu-
nales y autoridades internacionales, llevan a la Corte a concluir que exis-
te una prohibición universal tanto de la tortura como de otros tratos o pe-

24		 Cfr. Eur. Court H.R., Ireland v. United Kingdom, No. 25 (1979-1980), Judgment of 
January 18, 1978, párrs. 162-163. 

25		 ICTFY, Prosecutor v. Delalic et al. (Celebici case), Case No. IT-96-21-T, Judg-
ment of November 16, 1998, párr. 552. Ver también Prosecutor v. Kunarac, Kovac and 
Vukovic, Case No. IT-96-23-T and IT-96-23/1-T, Judgment of February 22, 2001, párr. 
514; Prosecutor v. Blaskic, Case No. IT-45-14-T, Judgment of March 3, 2000, párr. 186; 
y Prosecutor v. Jelesic, Case No. IT-95-10-T, Judgment of December 14, 1999, párr. 41.

26		 Cfr. Caso Loayza Tamayo, Sentencia del 17 de septiembre de 1997, Serie C, No. 33, 
párr. 57. Ver también, Case of Ireland v. the United Kingdom, supra nota 24, párr. 167.
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nas crueles, inhumanos o degradantes, independientemente de cualquier 
codificación o declaración, por ser todos éstos violatorios de normas pe-
rentorias de derecho internacional.27 Asimismo, la Corte es consciente 
de la creciente tendencia, a nivel internacional e interno, hacia el reco-
nocimiento del carácter no permisible de las penas corporales, debido a 
su naturaleza intrínsecamente cruel, inhumana y degradante. Consecuen-
temente, un Estado Parte de la Convención Americana, en cumplimien-
to de sus obligaciones derivadas de los artículos 1.1, 5.1 y 5.2 de dicha 
Convención, tiene una obligación erga omnes de abstenerse de imponer 
penas corporales, así como de prevenir su imposición, por constituir, en 
cualquier circunstancia, un trato o pena cruel, inhumano o degradante.

71. En el presente caso, el señor Caesar fue sometido a un castigo 
corporal de flagelación, en aplicación de la sentencia emitida por la High 
Court de Trinidad y Tobago, en los términos de la Ley de Penas Corpo-
rales. Esta ley autoriza a los tribunales internos a ordenar la aplicación 
de penas corporales contra cualquier delincuente varón condenado por 
determinados delitos, además de cualquier otro castigo que le sea apli-
cable, ya sea por flagelación con el “gato de nueve colas”, por latigazos 
con una vara de tamarindo, abedul u otros objetos, o “en cualquiera de 
los dos casos, cualquier otro instrumento que el Presidente puede aprobar 
periódicamente” (supra párr. 49.7).

72. Según las pruebas aportadas a la Corte, el “gato de nueve colas” 
es un instrumento de nueve cuerdas de algodón trenzadas, cada una de 
aproximadamente 30 pulgadas de largo y menos de un cuarto de pulga-
da de diámetro, asidas a un mango. Las nueve cuerdas de algodón son 
descargadas en la espalda del sujeto, entre los hombros y la parte baja 
de la espina dorsal (supra párr. 49.8). Como tal, este instrumento está 
diseñado para provocar contusiones y laceraciones en la piel del sujeto a 
quien se le aplica, con la finalidad de causarle grave sufrimiento físico y 
psíquico. En consecuencia, la Corte tiene la convicción de que el “gato 
de nueve colas”, tal como se encuentra regulado y es aplicado en Trini-
dad y Tobago para la ejecución de penas corporales de flagelación, es un 
instrumento utilizado para infligir una forma de castigo cruel, inhumana 
y degradante.

27		 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, 
Serie C, No. 110, párr. 112; Caso Maritza Urrutia, Sentencia del 27 de noviembre de 
2003, Serie C, No. 103, párr. 92; y Caso Cantoral Benavides, Sentencia del 18 de agosto 
de 2000, Serie C, No. 69, párrs. 102 y 103.
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73. En atención a la regulación y aplicación de las penas corporales 
de flagelación en Trinidad y Tobago, la Corte considera que la naturaleza 
misma de éstas refleja una institucionalización de la violencia que, pese 
a ser permitida por la ley, ordenada por las autoridades judiciales y eje-
cutada por las autoridades penitenciarias, constituye una sanción incom-
patible con la Convención.28 Como tales, las penas corporales por medio 
de flagelación constituyen una forma de tortura y, en consecuencia, una 
violación per se del derecho de cualquier persona sometida a la misma 
a que se respete su integridad física, psíquica y mental, en los términos 
del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma. En consecuencia, la Ley de Penas Corporales debe ser consi-
derada contraria a los términos del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana (infra párr. 94).

74. Aún cuando la Corte Interamericana no está autorizada u obligada 
por la Convención para pronunciarse sobre la compatibilidad de acciones 
individuales con la Convención Americana, es obvio que las conductas y 
decisiones de los funcionarios y agentes del Estado deben enmarcarse en 
dichas obligaciones internacionales. En el presente caso, en el cual la Ley 
de Penas Corporales de Trinidad y Tobago otorga a la autoridad judicial 
la opción de ordenar, en ciertas circunstancias, la imposición de penas 
corporales además del encarcelamiento, la Corte siente la obligación de 
dejar constancia de su profunda preocupación por el hecho de que el juez 
de la High Court tuvo a bien ejercer una opción que manifiestamente 

28		 Cfr., en el mismo sentido, Tyrer v. United Kingdom, supra nota 20. En el mismo 
sentido, el Relator Especial de Tortura de la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas (supra nota 16) ha manifestado que “las “sanciones legítimas” debe re-
ferirse necesariamente a las sanciones que constituyen prácticas ampliamente aceptadas 
como legítimas por la comunidad internacional, por ejemplo la prisión como forma de 
privación de la libertad, que es un elemento común a casi todos los sistemas penales. […] 
Por el contrario, el Relator Especial no puede aceptar el concepto de que la imposición 
de castigos como la lapidación, los azotes y la amputación […] se consideren lícitos sólo 
porque el castigo está legítimamente autorizado desde el punto de vista del procedimien-
to, es decir mediante la promulgación de leyes o normas administrativas o una orden 
judicial. Aceptar esta opinión equivaldría a aceptar que cualquier castigo físico, por muy 
torturante y cruel que sea, puede considerarse legítimo en la medida en que haya sido 
debidamente autorizado en virtud de la legislación interna de un Estado. Después de todo, 
el castigo es uno de los fines prohibidos de la tortura. […] Sin duda alguna, los castigos 
crueles, inhumanos o degradantes son, pues, ilegales por definición; por ello, no pueden 
de ninguna manera constituir “sanciones legítimas” en el sentido del artículo 1o. de la 
Convención contra la Tortura.”
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tendría el efecto de infligir una pena que no sólo constituye una violación 
ostensible de las obligaciones internacionales contraídas por el Estado 
bajo la Convención, sino que es además universalmente estigmatizada 
como cruel, inhumana y degradante.

75. La Corte evaluará ahora las circunstancias particulares en que fue 
ejecutada la Sentencia de la pena corporal del señor Caesar.

76. Está probado en el presente caso que el 5 de febrero de 1998 agen-
tes del Estado flagelaron al señor Caesar. La declaración jurada del señor 
Caesar deja poco a la imaginación acerca del gran impacto físico y emo-
cional ocasionado en él por dicha pena, así como la angustia y el sufri-
miento que experimentó en los momentos inmediatamente precedentes a 
recibirla. […]

77. El dolor y el daño físico causados por la flagelación fueron exacer-
bados por la angustia, el estrés y el miedo padecidos durante el período 
en que el señor Caesar estuvo esperando su pena corporal en la cárcel. 
Más aún, en tres o cuatro diferentes ocasiones fue expuesto al sufrimien-
to de otros reclusos sometidos a penas similares. El señor Caesar así lo 
describió:

Estaba temblando. Fui llevado abajo a otro conjunto de celdas y puesto 
en una con cuatro hombres más. Permanecimos en la celda toda la noche. 
Estaba tenso y asustado y no dormí esa noche [...] Los funcionarios [se lle-
varon a uno de los prisioneros y lo] trajeron aproximadamente media hora 
después. Me asusté mucho cuando vi su condición. [...] Fue una tortura 
mental esperar mi turno [...] estaba temblando. [...] Fui sometido al mismo 
trato en tres ocasiones más. En cada una de ellas fui ubicado en una celda 
abajo con cuatro detenidos más. En cada ocasión los otros hombres fueron 
golpeados y yo no. Fue mucha tortura para mí. [...] Vi llorar [a algunos 
de ellos]. Sufrí tortura mental y emocional. Estaba muy asustado en cada 
ocasión. [...]29

78. De esta manera, el señor Cesar fue sometido a la amenaza de un 
abuso físico inminente y fue intencionalmente forzado a presenciar los 
efectos de dicha pena en otros reclusos, lo que le ocasionó angustia y 
miedo severos.

79. Asimismo, la Corte comparte la opinión de la Comisión de que 
la sentencia fue ejecutada de forma tal que humilló gravemente al se-

29		 Declaración testimonial rendida por el señor Winston Caesar ante fedatario público.
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ñor Caesar, ya que fue flagelado al menos frente a seis personas y atado 
desnudo “en forma de águila extendida” a un artefacto de metal que lo 
inmovilizó mientras era golpeado.

80. De conformidad con las normas y la práctica internas del Estado,30 
el médico de la prisión se encontraba presente antes y durante la flagela-
ción de la presunta víctima para revisar su condición física y, con base en 
los resultados de dicho examen, decidir si el castigo podía ejecutarse. Los 
representantes argumentaron que al permitir que la flagelación se llevara 
a cabo pese a su conocimiento de la condición médica del señor Caesar, 
el médico de la prisión violó sus deberes éticos. La Comisión argumentó 
que estas circunstancias dan origen a serios cuestionamientos acerca de 
la compatibilidad de la conducta del personal médico de las prisiones 
estatales con los estándares internacionales que regulan su conducta, en 
particular, aquellos establecidos en los Principios de Ética Médica Apli-
cables a la Función del Personal Médico en la Protección de Personas 
Detenidas y Privadas de Libertad contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, de las Naciones Unidas.31

81. La Corte no determina responsabilidades individuales, sino que su 
función es la de proteger a las víctimas, determinar cuando sus derechos 
han sido violados y ordenar la reparación del daño causado por el Estado 
responsable de dichos actos.32

82. Además, la Comisión argumentó que las pruebas presentadas con-
firman que el sufrimiento experimentado por el señor Caesar fue además 
exacerbado por su vulnerable condición médica, específicamente por la 
cirugía de hemorroides a la que fue sometido algunas semanas antes de la 
flagelación. La presunta víctima, a su vez, declaró dicha circunstancia en 
su declaración jurada. Sin embargo, los representantes declararon duran-
te la audiencia pública que la fecha de la cirugía podría ser incorrecta.

30		 Cfr. Trinidad and Tobago’s Prison Rules (West Indian Prisons Act of 1838 (q & 2 
Vict. C67). 

31		 Cfr. Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, espe-
cialmente los médicos, en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, G.A. Res.37/194, annex, 37 U.N. 
GAOR Sup. (No. 51) at 211, U.N. Doc. A/37/51 (1982).

32		 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros, Sentencia del 30 de mayo de 1999, Serie C, 
No. 52, párr. 90; Caso de la ”Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros), Sentencia del 
8 de marzo de 1998, Serie C, No. 37, párr. 71; y Caso Suárez Rosero, Sentencia del 12 de 
noviembre de 1997, Serie C, No. 35, párr. 37.
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83. Está probado que la presunta víctima desarrolló hemorroides du-
rante su detención y, en razón de ello, fue sometida a una operación en 
enero de 1997 (supra párr. 49.19). Puesto que no fue demostrado que 
dicha cirugía ocurriera pocas semanas antes de que el señor Caesar fuera 
flagelado, esta situación no puede ser considerada como una circunstan-
cia agravante en este contexto.

84. También ha quedado demostrado que, después de la flagelación, el 
Estado no suministró al señor Caesar ningún tratamiento médico, excep-
to el suministro de analgésicos, sin tomar en cuenta el hecho de que había 
sido herido y que su condición médica ya era precaria. Esta conclusión 
encuentra apoyo en el informe del señor Robert Ferris, en el cual declaró 
que no encontró documentos de ningún tipo relativos a la pena corporal 
impuesta al señor Caesar, a sus consecuencias o a algún tratamiento su-
ministrado (supra párr. 49.29).

85. Por otro lado, la Comisión alegó que el hecho de que la pena fuera 
ejecutada 23 meses después de la condena de la presunta víctima es una 
violación flagrante de la propia legislación del Estado, así como del artí-
culo 5.1 y 5.2 de la Convención.

86. La Corte observa que la Sección 6 de la Ley de Penas Corporales 
requiere que una Sentencia de pena corporal sea ejecutada dentro del pla-
zo límite de seis meses contado desde la fecha de emisión de la misma. 
Como ha quedado demostrado, a partir de la enmienda de 1994, dicho 
plazo debe entenderse suspendido mientras una apelación se encuentre 
pendiente (supra párr. 49.9). Dicha enmienda, no obstante, no era aplica-
ble a la situación del señor Caesar, por haber sido condenado con anterio-
ridad a la entrada en vigor de ésta. En cualquier caso, la flagelación fue 
ejecutada cinco años y aproximadamente siete meses después del plazo 
límite establecido por la ley aplicable al señor Caesar, por lo que es razo-
nable asumir que dicho retraso aumentó y extendió su angustia mental.33

87. La Corte ha apreciado las circunstancias agravantes que acontecie-
ron en la imposición de la pena del señor Caesar y ha tomado en cuenta 

33		 En el caso Tyrer v. United Kingdom (supra nota 20) la Corte Europea resaltó que 
“la legislación relevante prevé que en cualquier caso el azotamiento no debe llevarse a 
cabo después de los seis meses de emitida la sentencia. Sin embargo, esto no altera el 
hecho que haya habido un intervalo de varias semanas desde que la corte juvenil conde-
nara al peticionario y una demora considerable en la estación policial donde el castigo fue 
llevado a cabo. En consecuencia, aunado al dolor físico que experimentó, el señor Tyrer 
fue sometido a la angustia mental de anticipar la violencia a la que iba a ser sometido” 
(traducción libre de la Secretaría).
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el grado de intensidad del dolor y del sufrimiento físico y mental que 
padeció, lo cual se incrementó con el trato que recibió antes y después 
de la flagelación. Al respecto, la Comisión alegó que existe una violación 
adicional de la Convención, en relación con dichas circunstancias agra-
vantes.

88. En los párrafos anteriores, la Corte ha declarado que la pena cor-
poral por flagelación, según ha sido examinado en el presente caso, debe 
ser considerada como una forma de tortura y, por lo tanto, contraria per 
se al artículo 5.1 y 5.2 de la Convención y a normas perentorias de dere-
cho internacional (supra párr. 73). Además, la Corte es consciente de las 
circunstancias que rodearon la imposición de la pena corporal del señor 
Caesar, tales como: la humillación extrema causada por la flagelación en 
sí; la angustia, el estrés y el miedo sufridos mientras esperaba su castigo 
en prisión, período que fue caracterizado por una demora excesiva; así 
como el hecho de haber presenciado el sufrimiento de otros prisioneros 
que habían sido flagelados. La extrema gravedad y el grado de intensidad 
del sufrimiento físico y mental que estas circunstancias provocaron en 
el señor Caesar, serán consideradas por la Corte al momento de fijar las 
reparaciones pertinentes (infra párr. 127).

89. Por lo tanto, todas las circunstancias del presente caso llevan a la 
Corte a declarar que el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Conven-
ción, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor 
Winston Caesar.

En relación con el supuesto incumplimiento por parte 
del Estado de su Obligación general establecida en el artículo 
2o. de la Convención de adoptar disposiciones de derecho 
interno para hacer efectivos los derechos consagrados 
en el artículo 5o. de la misma.

91. Al interpretar el artículo 2o. de la Convención, la Corte ha consi-
derado que:

[s]i los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2o. de la Convención 
Americana, la obligación positiva de adoptar las medidas legislativas que 
fueren necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención, con mayor razón están en la obligación de no expedir 
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leyes que desconozcan esos derechos u obstaculicen su ejercicio, y la de 
suprimir o modificar las que tengan estos últimos alcances. De lo contra-
rio, incurren en violación del artículo 2o. de la Convención.34

92. Las violaciones del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en perjui-
cio del señor Caesar, resultaron no sólo de las acciones y omisiones de 
los agentes estatales sino, primordialmente, de la existencia misma y de 
los términos de la Ley de Penas Corporales (supra párr. 73).

93. La Corte ha declarado que dicha ley es incompatible con el artículo 
5o. de la Convención Americana. Una vez que la Convención entró en 
vigor para Trinidad y Tobago, el Estado debió haber adaptado su legis-
lación de conformidad con las obligaciones contenidas en dicho tratado, 
con el fin de asegurar la más efectiva protección de los derechos humanos 
consagrados en la misma. Es necesario reafirmar que, de conformidad 
con el artículo 2o. de la Convención, la obligación de adaptar la legisla-
ción interna es, por su propia naturaleza, una de resultado y, consecuen-
temente, la denuncia de la Convención por parte del Estado no puede 
extinguir las obligaciones internacionales por éste asumidas mientras el 
tratado se encontraba en vigencia. Dichas obligaciones tienen un carác-
ter autónomo y automático, y no dependen de ninguna declaración de 
los órganos de supervisión de la Convención respecto de una legislación 
interna específica.

94. Al haber declarado la incompatibilidad de la Ley de Penas Corpo-
rales con la Convención Americana, y por el hecho de que el Estado no 
derogó o de cualquier manera anuló dicha ley después de la ratificación 
de la Convención, la Corte debe declarar que Trinidad y Tobago incum-
plió con las obligaciones establecidas en el artículo 2o. de la Convención, 
en relación con el artículo 5.1 y 5.2 de la misma.

Respecto de la responsabilidad del Estado por las condiciones 
de detención a que ha sido sometido el señor Caesar, 
en los términos del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana.

96. Al respecto, la Corte ha especificado que, de conformidad con el 
artículo 5.1 y 5.2 de la Convención:

34		 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, supra nota 6, párr. 113.
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[…] toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en situación 
de detención compatible con su dignidad personal. En otras oportunida-
des, este Tribunal ha señalado que la detención en condiciones de hacina-
miento, con falta de ventilación y luz natural, sin cama para el reposo ni 
condiciones adecuadas de higiene en aislamiento e incomunicación o con 
restricciones indebidas al régimen de visitas, constituyen una violación a 
la integridad personal.35

97. Al hacer referencia a la cuestión de las condiciones de detención, 
la Corte Interamericana también ha evaluado otros instrumentos interna-
cionales, así como la jurisprudencia de otras instituciones de protección 
de derechos humanos. Recientemente la Corte ha declarado que frente a 
las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición 
especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen 
un control o dominio total sobre las personas que se encuentran sujetas a 
su custodia.36 En este particular contexto de subordinación del detenido 
frente al Estado, este último tiene una responsabilidad especial de asegu-
rar a aquellas personas bajo su control las condiciones que les permitan 
retener un grado de dignidad consistente con sus derechos humanos in-
herentes e inderogables.37

98. En el Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, la Corte con-
sideró que el grave hacinamiento, los recursos sanitarios inadecuados, 
la falta de higiene y de tratamientos médicos, eran características de las 
condiciones de detención en varias prisiones en Trinidad y Tobago. La 
Corte concluyó que las condiciones en las cuales las víctimas de dicho 
caso habían sido encarceladas eran, de hecho, indicativas de las “condi-
ciones generales del sistema carcelario de Trinidad y Tobago”, por lo que 
las víctimas fueron sometidas a vivir en condiciones que “constituyen 

35		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 102; Caso Tibi, supra nota 15, 
parr 150; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, Sentencia del 2 de septiembre 
de 2004, Serie C, No. 112, párr. 151. Ver también ONU. Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y 
aprobadas por el E.S.C. res. 663C (XXIV) del 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) del 13 
de mayo de 1977, Reglas 10 y 11.

36		 Cfr. Caso Tibi, supra nota 15, párr. 129; Caso “Instituto de Reeducación del Me-
nor”, supra nota 35, párr. 152; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 
27, párr. 98.

37		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 102; Caso Tibi, supra nota 15, 
parr 150; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 35, párr. 153.
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tratos crueles, inhumanos o degradantes ya que […] afectan su integridad 
física y psíquica.”38

99. Tal como fue expuesto en los hechos probados del presente caso, 
durante su detención, el señor Caesar ha permanecido encarcelado junto 
con otros prisioneros en celdas pequeñas, sin ventilación y equipadas con 
un balde en vez de servicios sanitarios, en las cuales se ha visto obligado 
a dormir en el suelo. Desde su encarcelamiento, el señor Caesar también 
ha padecido serios problemas de salud. Pese a que ha sido examinado 
por personal médico en varias ocasiones, el tratamiento médico del señor 
Caesar ha sido inadecuado y sus condiciones de salud se han deteriorado 
con el paso del tiempo (supra párrs. 49.16 y 49.18).

100. La Corte estima que las condiciones de detención a las que ha 
sido sometido el señor Caesar han irrespetado su integridad física, psí-
quica y moral, tal como lo establece el artículo 5.1 de la Convención y 
constituyen un trato inhumano y degradante contrario al artículo 5.2 de 
la Convención, teniendo estos preceptos el carácter de jus cogens. Por lo 
tanto, el Estado es responsable, además, por la violación del artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio del señor Caesar.

Garantías judiciales (artículo 8o.) y Protección judicial 
(artículo 25) en relación con la Obligación de respetar 
los derechos (artículo 1.1) y el Deber de adoptar disposiciones 
de derecho interno (artículo 2o.) (competencia ratione temporis, 
plazo razonable de los procedimientos, recursos efectivos 
para impugnar decisiones)

106. La Corte debe destacar que, con posterioridad a la emisión de la 
Sentencia de la Court of Appeal de Trinidad y Tobago del 28 de febrero 
de 1996, el señor Caesar aún tenía la posibilidad de presentar una “solici-
tud especial de venia para apelar” ante el Privy Council. Este Tribunal no 
comparte la afirmación de la Comisión de que el proceso seguido contra 
el señor Caesar se demoró un total de quince años, calculados desde su 
arresto inicial en 1983 y su “intento de apelar ante el Court of Appeal del 
Privy Council en 1998”. Dicho “intento” consistió en una opinión legal 
rendida en noviembre de 1998 por un asesor de Londres, a solicitud de 

38		 Cfr. Caso Hilaire, Constantine, Benjamin y otros, supra nota 6, párrs. 169 y 170.
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los abogados del señor Caesar, razón por la cual no puede ser equipara-
da a una etapa procesal dentro de un proceso judicial. En consecuencia, 
la duración del proceso debe calcularse considerando la decisión de la 
Court of Appeal del 28 de febrero de 1996 como la Sentencia definitiva 
emitida en el proceso penal.

107. Aunque ni la Comisión ni los representantes abordaron la cues-
tión de la competencia ratione temporis de la Corte, es necesario que el 
Tribunal considere esta cuestión en el contexto de la duración del proceso 
penal, con la finalidad de evaluar la razonabilidad de dicha duración, con 
el propósito de decidir si hubo una violación de los derechos consagrados 
en el artículo 8.1 de la Convención.

108. Al respecto, la Corte ha sostenido que:39

[…] Al codificar el derecho general sobre el tema, el artículo 28 de la Con-
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados establece que

Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de 
ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en 
esa fecha haya dejado de existir, salvo que una intención diferente se des-
prenda del tratado o conste de otro modo.

109. En casos en que la Corte ha declarado que no tenía competencia 
ratione temporis para decidir sobre ciertos hechos, el Tribunal ha sido 
claro en afirmar que esta situación no implica un juicio sobre la existen-
cia de los mismos.40

110. En casos en que se ha alegado la violación de los artículos 5.3 o 
6.1 de la Convención Europea de Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, la Corte Europea de Derechos Hu-
manos ha restringido sus consideraciones a los períodos que se enmar-
can dentro de su jurisdicción ratione temporis, determinándolos desde 
la fecha en que el Estado reconoció el derecho de petición individual o 
ratificó dicha Convención. Sin embargo, es importante destacar que, al 
determinar si hubo violación de algún derecho en casos de detención o 

39		 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares, supra nota 
3, párrs. 60, 61 y 64; Caso Alfonso Martín del Campo Dodd. Excepciones Preliminares, 
supra nota 3, párr. 68; y Caso Cantos. Excepciones Preliminares, Sentencia del 7 de sep-
tiembre de 2001, Serie C, No. 85, párr. 35.

40		 Cfr. Caso Alfonso Martín del Campo Dodd. Excepciones Preliminares, supra nota 
3, párrs. 79 a 84.
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de duración del proceso interno, la Corte Europea toma en consideración 
el período transcurrido desde la fecha en que dicha ratificación o recono-
cimiento tuvo efecto.41

111. La Corte nota que el proceso penal duró más de 12 años, si dicho 
período se cuenta a partir del primer arresto del señor Caesar ocurrido el 
11 de noviembre de 1983, tal como lo han hecho la Comisión y los repre-
sentantes. No obstante, puesto que el reconocimiento de la competencia 
contenciosa de la Corte por parte de Trinidad y Tobago tuvo efecto a par-
tir del 28 de mayo de 1991, este Tribunal sólo puede tomar en considera-
ción el período transcurrido desde la fecha de dicho reconocimiento hasta 
la decisión de la Court of Appeal del 28 de febrero de 1996, que es la 
Sentencia definitiva dictada en el proceso penal. El señor Caesar fue con-
denado el 10 de enero de 1992 por la High Court de Trinidad y Tobago. 
Sus abogados esperaron casi dos años para apelar la sentencia y el 28 de 
febrero de 1996 la Court of Appeal desestimó la apelación y confirmó la 
sentencia. En consecuencia, la Corte estima que la duración del proceso 
penal en el período comprendido entre el 28 de mayo de 1991 y el 28 de 
febrero de 1996, descontado el período de casi dos años que los abogados 
del señor Caesar tardaron en apelar la sentencia ante la Court of Appeal, 
no constituye una demora que pueda ser calificada como irrazonable, en 
los términos del artículo 8.1 de la Convención.

112. Por lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el Estado 
no es responsable de la violación del artículo 8.1 de la Convención.

113. La Corte examinará ahora si la presunta víctima tuvo a su dis-
posición un recurso efectivo en la legislación interna para impugnar la 
existencia o la imposición de penas corporales.

114. En el presente caso, los jueces internos estaban autorizados para 
condenar al señor Caesar a ser flagelado con el “gato de nueve colas”, en 
aplicación de las leyes de Trinidad y Tobago, específicamente de la Ley 
de Penas Corporales.

115. Es importante enfatizar que, si bien el señor Caesar no apeló su 
sentencia ante el Privy Council, al momento de los hechos era improba-
ble que una apelación ante dicha institución, respecto de la aplicación de 
penas corporales, tuviera éxito. Al respecto, el perito Desmond Allum 
señaló que:

41		 Cfr. Eur. Court H.R. Kudla v. Poland, Grand Chamber, (30210/96), Judgment of 
October 26, 2000, párrs. 102 y 103 y 119-123; Humen v. Poland, (26614/95), Judgment 
of October 15, 1999, párrs. 58-59. Ver también Ilaşcu v. Moldova and Russia, Grand 
Chamber, (48787/99), Judgment of July 8, 2004, párrs. 395-400.
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[u]na de las razones principales por las cuales no se ha presentado una im-
pugnación sustancial a la legalidad de una Sentencia de penas corporales 
es la “cláusula de exclusión”. Esta cláusula ha asegurado efectivamente 
que los tribunales [internos] no puedan impugnar la constitucionalidad de 
una Sentencia dellll castigo corporal, dado que esta [cláusula] es anterior 
a la entrada en vigor de la Constitución de 1976, y consecuentemente, fue 
“salvada” en la ley de [Trinidad y Tobago] como buen derecho [(“as good 
law”)].

En el reciente caso Matthew vs. el Estado de Trinidad y Tobago, el Ju-
dicial Committee del Privy Council examinó la cláusula de exclusión en 
el contexto de la pena de muerte. La mayoría del Pleno del Privy Council 
sostuvo que la pena de muerte de imposición obligatoria es un castigo 
cruel e inusual y, por ello, es inconsistente con las Secciones 4.a) y 5.2.b) 
de la Constitución. No obstante, la mayoría del Pleno sostuvo que la legis-
lación que impone la obligatoriedad de la pena de muerte fue dictada con 
anterioridad a la Constitución y, con base en la “cláusula de exclusión” 
establecida en la Sección 6, no podía ser invalidada por referencia a los 
derechos fundamentales establecidos en las Secciones 4 y 5 de la Cons-
titución. Consecuentemente, la mayoría sostuvo la validez de la pena de 
muerte de imposición obligatoria.

116. En el mismo sentido, en una Sentencia de 2002 referente a un 
caso en Bahamas, el Judicial Committee del Privy Council observó que 
“[…] es aceptado que la flagelación es un castigo inhumano y degradan-
te y, salvo que esté protegido de impugnación constitucional por algún 
otro precepto de la Constitución, se considera inconstitucional con base 
en el precepto constitucional [que prohíbe la tortura y el trato o castigo 
inhumano o degradante]”.42 Sin embargo, con base en la “cláusula de 
exclusión” contenida en la Constitución de Bahamas, el Privy Council 
confirmó la constitucionalidad de la legislación que prevé las penas cor-
porales.

117. De lo anterior se desprende que el Estado no proveyó a la pre-
sunta víctima de un recurso efectivo para impugnar la imposición de la 
mencionada pena corporal. Consecuentemente, la Corte considera que 
Trinidad y Tobago es responsable por la violación del artículo 25 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2o. de la misma, en per-
juicio del señor Caesar.

42		 Prince Pinder v. The Queen, Privy Council Appeal No. 40/2001 (Bahamas), Sep-
tember 23, 2002, [2003] 1 AC 620, párr. 5.
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C) Reparaciones

Reparaciones (aplicación del artículo 63.1 de la Convención 
Americana) (consideraciones generales, restitutio 
in integrum, alcance)

120. De conformidad con el análisis realizado en los capítulos prece-
dentes, la Corte ha declarado, con base en los hechos del caso, la viola-
ción de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana en relación 
con el artículo 1.1 de la misma; del artículo 2o. de la Convención en rela-
ción con los artículos 5.1 y 5.2 del mismo instrumento; y del artículo 25 
de la Convención Americana, en relación con los artículos 1o. y 2o. de la 
misma. La Corte ha establecido, en varias ocasiones, que toda violación 
de una obligación internacional que haya producido un daño comporta el 
deber de repararlo adecuadamente […]43

121. Tal como lo ha señalado la Corte, el artículo 63.1 de la Conven-
ción Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre la responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un 
hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabili-
dad internacional de éste por la violación de la norma internacional de 
que se trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.44

122. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitu-
ción (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la 
situación anterior a la violación. De no ser esto posible, como en el pre-
sente caso, cabe al tribunal internacional determinar una serie de medidas 
para que, además de garantizar el respeto de los derechos conculcados, se 
reparen las consecuencias que produjeron las infracciones y se establezca 
el pago de una indemnización como compensación por los daños oca-

43		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 230; Caso Carpio Nicolle y 
otros, supra nota 9, párr. 85; y Caso De la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 138.

44		 Cfr. Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 9, párr. 86; Caso Masacre Plan de 
Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, párr. 52; y Caso de la Cruz Flores, supra nota 15, 
párr. 139.
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sionados.45 La obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos 
(alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) 
por el Derecho Internacional, no puede ser modificada o incumplida por 
el Estado obligado, invocando disposiciones de su derecho interno.46

123. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las 
medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 
cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en 
los planos tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden 
implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus 
sucesores.47

A) Daños inmateriales (naturaleza, alcance, sentencia 
como forma de reparación)

125. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, el menos-
cabo de valores muy significativos para las personas, así como las altera-
ciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la 
víctima o su familia. No siendo posible asignar al daño inmaterial un pre-
ciso equivalente monetario, sólo puede, para los fines de la reparación in-
tegral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. 
En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega 
de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en 
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y, en 
segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance o re-
percusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de reproba-
ción oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de 
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir y 
que tengan como efecto, entre otros, el reconocimiento de la dignidad de 
la víctima.48 El primer aspecto de la reparación de los daños inmateriales 
se analizará en esta sección y el segundo en la siguiente.

45		 Cfr. Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 9, párr. 87; Caso Masacre Plan de 
Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, párr. 53; y Caso Tibi supra nota 15, párr. 224. 

46		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 231; Caso Carpio Nicolle y 
otros, supra nota 9, párr. 87; y Caso De la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 140.

47		 Cfr. Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 9, párr. 89; Caso Tibi, supra nota 15, 
párr. 225; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 37, párr. 261.

48		 Cfr. Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, párr. 80; Caso De 
la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 155; y Caso Tibi, supra nota 15, párr. 242.
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126. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente 
que la sentencia constituye, per se, una forma de reparación. No obstante, 
tomando en cuenta las circunstancias del presente caso y sus consecuen-
cias de orden no material o no pecuniario que ha sufrido la víctima, la 
Corte estima pertinente que los daños inmateriales deben ser reparados, 
conforme a equidad, mediante el pago de una compensación.49

127. Para establecer una compensación por el daño inmaterial padeci-
do por la víctima, la Corte toma en cuenta las circunstancias agravantes 
de la imposición de la pena corporal con el “gato de nueve colas”, espe-
cíficamente la angustia, el profundo miedo y la humillación padecidas 
por el señor Caesar antes y durante la flagelación. Además, la Corte ha 
observado que la demora en ejecutar la Sentencia dellll flagelación incre-
mentó la angustia de la víctima mientras esperaba a ser castigado. Como 
consecuencia del castigo corporal, el señor Caesar continua padeciendo 
dolor en sus hombros y también ha padecido, inter alia, de síntomas de 
depresión, miedo y ansiedad lo suficientemente graves como para que el 
perito Robert Ferris le diagnosticara, al menos, un transtorno de adapta-
ción. Por último, desde su encarcelamiento, la víctima ha padecido serios 
problemas de salud que no han sido tratados adecuadamente por las auto-
ridades (supra párrs. 49.18, 49.19, 49.21, 49.31, 49.32 y 89).

128. Tomando en cuenta todos los elementos del presente caso la Corte 
estima pertinente fijar, en equidad, la suma de US$ 50.000,00 (cincuen-
ta mil dólares de los Estados Unidos de América) como indemnización 
por concepto de daño inmaterial a favor del señor Caesar. La Corte hace 
notar que no se presentaron solicitudes específicas en relación con los 
familiares del señor Caesar.

B) Otras formas de reparación (medidas de satisfacción 
y garantías de no repetición) (adecuación de la legislación 
interna con la Convención respecto de la prohibición 
a la tortura, mejorar la condiciones de detención de los reclusos)

129. En este apartado el Tribunal determinará aquellas medidas de 
satisfacción que buscan reparar el daño inmaterial que no tienen alcance 

49		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 235; Caso Carpio Nicolle y 
otros, supra nota 9, párr. 177; y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones, supra 
nota 9, párr. 81.



CASO CAESAR. TRINIDAD Y TOBAGO120

pecuniario, así como también dispondrá medidas de alcance o repercu-
sión pública.50

130. La Corte ha declarado que la imposición de penas corporales por 
flagelación es absolutamente incompatible con la Convención. El carác-
ter aberrante de dicha pena ha llevado a la Corte a declarar que el señor 
Caesar fue sometido a tortura, así como a otros tratos inhumanos y de-
gradantes debido a las condiciones de su detención (supra párrs. 70, 73 
y 101).

131. Asimismo, después de examinar la prueba presentada en el pre-
sente caso, es claro que los problemas físicos y psicológicos del señor 
Caesar aún persisten y no han sido tratados adecuadamente (supra párr. 
49.32). Consecuentemente, la Corte considera apropiado ordenar, como 
lo ha hecho en otros casos,51 que el Estado debe proveer al señor Winston 
Caesar, a partir de la notificación de la presente Sentencia, por el tiempo 
que sea necesario, sin cargo alguno, por medio de los servicios nacio-
nales de salud, un adecuado tratamiento médico y psicológico, incluida 
la provisión de medicamentos, según las prescripciones de especialistas 
debidamente calificados.

132. Por haber declarado que la Ley de Penas Corporales es incompa-
tible con los términos del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención (supra párr. 
73 y 94), la Corte requiere al Estado que adopte, dentro de un plazo razo-
nable, las medidas legislativas o de otra índole necesarias para derogar la 
Ley de Penas Corporales.

133. La Corte ha establecido que “la sección 6 de la Constitución de 
la República de Trinidad y Tobago, que data de 1976, establece que nin-
guna norma anterior a la entrada en vigencia de ésta, puede ser objeto de 
impugnación constitucional en cuanto a sus Secciones 4 y 5 […]. La Ley 
de Delitos contra la Persona es incompatible con la Convención Ame-
ricana y, por lo tanto, cualquier disposición que determine su inimpug-
nabilidad, también lo es en virtud de que Trinidad y Tobago, al ser parte 
de la Convención en el momento de los hechos, no puede invocar las 
disposiciones de su derecho interno para justificar el incumplimiento de 

50		 Cfr. Caso De la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 164; Caso Masacre Plan de 
Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, párr. 52; y Caso “Instituto de Reeducación del 
Menor”, supra nota 37, párr. 310.

51		 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 9, párr. 238; Caso Masacre Plan de 
Sánchez. Reparaciones, supra nota 9, párrs. 106 y 107; y Caso De la Cruz Flores, supra 
nota 15, párr. 168.
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sus obligaciones internacionales”.52 En el mismo sentido, al imposibilitar 
que la Ley de Penas Corporales sea impugnada, la “cláusula de exclu-
sión” contenida en la Sección 6 de la Constitución de Trinidad y Tobago 
es incompatible con la Convención. En consecuencia, la Corte considera 
pertinente ordenar que el Estado enmiende, dentro de un plazo razona-
ble, la mencionada Sección 6 de la Constitución de Trinidad y Tobago, 
en cuanto imposibilite a las personas el acceso a un recurso efectivo ante 
un tribunal competente para la protección violaciones de sus derechos 
humanos.

134. En relación con los párrafos precedentes, la Comisión y los repre-
sentantes también alegaron que el sistema penitenciario del Estado man-
tiene a las personas privadas de libertad en condiciones que no respetan 
sus derechos a la integridad física y mental y a recibir un trato humano. 
Al respecto, la Corte declaró que las condiciones de detención a las cua-
les ha sido sometido el señor Caesar son contrarias al artículo 5.2 de la 
Convención y son representativas del sistema carcelario de Trinidad y 
Tobago (supra párrs. 49.22 y 100). Por estas razones, la Corte considera 
oportuno requerir al Estado, como lo hizo en el caso Hilaire, Constanti-
ne, Benjamin y otros53 y como una garantía de no repetición, que adopte, 
dentro de un plazo razonable, las medidas necesarias para que las condi-
ciones de las cárceles se adecuen a las normas internacionales de dere-
chos humanos en este tema.

C) Gastos y costas

135. Dado que los representantes no solicitaron ni gastos ni costas ante 
la Corte, ya que están actuando pro bono, y la Comisión no ha presentado 
ninguna observación al respecto, la Corte no otorga particulares gastos y 
costas en el presente caso.

Modalidad de cumplimiento (plazo, moneda, mora, 
supervisión de cumplimiento)

136. Para dar cumplimiento a la presente Sentencia, el Estado deberá 
efectuar el pago de la indemnización (supra párr. 128) dentro del plazo 

52		 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, supra nota 6, párr. 152.c).
53		 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros, supra nota 6, párr. 217.
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de un año contado a partir de la notificación de esta Sentencia; y debe 
adoptar las otras medidas de reparación, según los términos de los párra-
fos 131 a 134.

137. El pago de la indemnización establecida a favor de la víctima será 
hecha directamente a él. Si la víctima hubiere fallecido o fallezca antes 
del pago de la correspondiente indemnización, dicha cantidad se distri-
buirá conforme el derecho nacional aplicable.

138. El Estado puede cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario 
mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en una 
cantidad equivalente en moneda nacional del Estado, utilizando para el 
cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vi-
gente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día an-
terior al pago.

139. Si por causas atribuibles al beneficiario de la indemnización no 
fuera posible que la reciba dentro del indicado plazo de un año, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia, el Estado consigna-
rá dichos montos a favor del beneficiario en una cuenta o certificado de 
depósito en una institución bancaria solvente de Trinidad y Tobago, en 
dólares estadounidenses y en las condiciones financieras más favorables 
que permitan la legislación y la práctica bancarias. Si al cabo de diez 
años la indemnización no ha sido reclamada, la cantidad será devuelta al 
Estado con los intereses devengados.

140. El monto asignado en la presente Sentencia bajo concepto de 
indemnización del daño inmaterial no podrá ser afectado, reducido o 
condicionado por motivos fiscales actuales o futuros. En consecuencia, 
deberá ser entregado a la víctima en forma íntegra conforme a lo estable-
cido en la Sentencia.

141. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un 
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario 
moratorio en Trinidad y Tobago.

142. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad 
inherente a sus atribuciones de supervisar el cumplimiento íntegro de la 
presente Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo. Dentro 
del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, 
el Estado deberá rendir a la Corte un primer informe sobre las medidas 
adoptadas para dar cumplimiento a esta Sentencia.


